STJSL-S.J. – S.D. Nº 069/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a trece días de agosto de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y llamados a integrar los Dres. OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y HUGO GUILLERMO SAA PETRINO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “OLGUIN ARTURO HORACIO s/ RECURSO DE CASACION” - IURIX INC. Nº 59609/1.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y HUGO GUILLERMO SAA PETRINO.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:
I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 428 del C.P. Crim.?
III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?
V) ¿Cuál sobre las costas?
A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que devueltos los autos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación para emitir nuevo pronunciamiento, pasa a nuevo estudio la cuestión debatida – fs. sub. 66-.
Que a fs. sub. 1 y vta., se presenta la defensa del imputado, Arturo Horacio Olguín, e interpone Recurso de Casación contra la resolución de fecha 12/04/2011 dictada por la Excma. Cámara Penal Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial, que rechaza el pedido de suspensión de juicio a prueba.-

Funda el recurso a fs. sub.3/sub.9 vta., agraviándose por la ausencia de análisis de las circunstancias invocadas por la defensa, en relación a la calidad de funcionario público del imputado; en la omisión de la valoración de la opinión del Ministerio Público Fiscal y en la equivocada valoración de la escala punitiva sostenida por la Excma. Cámara.-
2) Que a fs. sub 24 y vta., obra dictamen del Sr. Procurador General, quien se pronuncia por la procedencia del recurso intentado.-
3) Que surge de las constancias de la causa que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término, encontrándose el recurrente eximido de abonar el depósito establecido, de acuerdo a lo contemplado por el art. 431 del C.P. Crim.-

Que asimismo, a tenor de la doctrina de la Corte Suprema de Justicia, y siguiendo la interpretación amplia, recepcionada por la jurisprudencia nacional respecto a la definitividad de las sentencias que desestiman la suspensión de juicio a prueba, en el caso, considero equiparable a definitiva la sentencia cuestionada.-
“La tutela de los derechos que se invocan no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior…” (CSJN LL 1998-E-343) y más adelante “…si bien la resolución que rechazó el recurso de casación contra la decisión que no había hecho lugar a la solicitud de suspensión del proceso a prueba no constituye, en principio, sentencia definitiva, corresponde equipararla a aquella en la medida que origina agravios cuya enmienda en la oportunidad procesal que se lo invoca, exhiben prima facie entidad bastante para conducir a un resultado diverso del juicio, por lo que de ser mantenidos generaríanse consecuencias de insuficiente o imposible reparación ulterior…” (CSJN LL 2003-B-839).-
“…Que el caso sometido a estudio del Tribunal constituye una de esas excepciones puesto que… el gravamen no resulta susceptible de reparación posterior, en tanto restringe el derecho del procesado a poner fin a la acción y evitar la imposición de una pena. Es que la finalidad de quien requiere la suspensión del juicio a prueba no es la de obtener una sentencia absolutoria, sino la de no seguir sometido a proceso mediante la extinción de la acción penal… En el caso sometido a estudio del Tribunal el recurso extraordinario resulta formalmente procedente con base en la doctrina de esta Corte sobre arbitrariedad, puesto que el a quo no hizo lugar a la vía recursiva sobre la base de fórmulas genéricas y abstractas, tales como la supuesta naturaleza “irrecurrible” de la resolución impugnada, omitiendo considerar los planteos de la defensa referentes a que la decisión debía ser equiparada a sentencia definitiva…” (Fallos 320: 2451).-
La razonabilidad republicana impone aventar esa supuesta vía puesto que, como resulta de los fallos citados de la Corte Federal, la inimpugnabilidad de una negativa a suspender el juicio a prueba, obligaría a celebrarlo tornándose ilusorio el reclamo. Esta es la raíz de la razón material que abre el recurso propio, puesto que su rechazo, por esa nuda argumentación formal, importaría un gravamen de imposible reparación ulterior.-
Por lo que, habiéndose dado cumplimiento a las exigencias contenidas en los arts. 426 y 430 del C.P. Crim., considero en este estudio preliminar, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.-
Por lo expuesto, VOTO  a esta PRIMERA CUESTION  por la AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y HUGO GUILLERMO SAA PETRINO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que respecto al recurso intentado, en primer término se debe recalcar, que dado lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo “Casal” (Fallos: 328:3399), cuando se trata de casación en materia penal, corresponde una revisión amplia de la sentencia (cuestiones de hecho y de derecho), a fin de garantizar la doble instancia proclamada por los pactos internacionales (Convención Americana –art. 8.2.h-, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos –art. 14.5), en consonancia con la Constitución Nacional (art 75. Inc. 22). Por ello, es que corresponde al entrar a considerar del fallo recurrido, incluyendo la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que lo sustentan. (Cfr. STJSL N° 395/06 “Giménez.- abuso sexual con acceso carnal agravado por el vínculo - Recurso de queja", Expte. N° 19-G-05, del 20/9/06).-
A su vez, este Alto Cuerpo tiene establecido que la fundamentación del recurso por alguna de las causales establecidas en el art. 428 del C.P. Crim., exige la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia cuestionada. Así, los argumentos de la impugnación deben dirigirse directa y concretamente en contra de los preceptos que estructuran la construcción jurídica, en que se asienta la sentencia. Tiene que replicarse en forma completa o adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene, porque, de otra forma, aquellas permanecen firmes e impiden su revisión. (Cfr. STJSL N° 74/10, “RECURSO DE CASACION EN AUTOS “LUCERO JUAN ANTONIO – AV. ABUSO SEXUAL – ROBO CALIF. LESIONES – VIOLACION DE DOMICILIO”, 22-12-2010).-
2) Que en el caso, la Defensora de Cámara recurre la denegación del beneficio de suspensión de juicio a prueba, cuestionando centralmente: que Olguín no revestía la calidad de funcionario público, por lo que le resulta inaplicable la pena de inhabilitación prevista por los delitos imputados; el apartamiento del dictamen del Ministerio Público Fiscal que consiente el otorgamiento del beneficio, y la equivocada valoración de la escala punitiva sostenida por la Excma. Cámara.-
3) La crisis contemporánea del sistema penal revierte el corte dualista de la respuesta punitiva, impulsando un punto de escape diferencial, mediante la aplicación de nuevas formas alternativas para la solución pacífica de los conflictos sociales con disvalor penal, en aras de minimizar los efectos y sufrimientos que importa el sometimiento a un proceso, instar una justicia restaurativa a través de la reparación del daño a la víctima y relegar de algún modo, la aplicación de una sanción punitiva cuya funcionalidad tampoco está exenta de crítica.-  

Dentro de esta última corriente es que surge, como especie de un género mayor, el instituto de la suspensión de juicio a prueba, criterio de oportunidad reglado en que el imputado es sometido a instrucciones, consistentes en formas de comportamiento impuesto que restringen su libertad personal y que provoca materialmente una cierta ejecución de medidas sin condena (Cfr. Maier, J.B.J, “Derecho Procesal Penal, T. II, Sujetos Procesales, Editores del Puerto, Bs. As., 2003, pág. 158).-
Se busca, por medio de un modo alternativo, minimizar la reacción penal frente al individuo en casos que no importan una gravedad tal que justifique el despliegue de los mecanismos ordinarios de persecución penal hasta finiquitar en una condena, amortiguar los costos del proceso y descongestionar  a los órganos judiciales.-
Sobre la base de estas consideraciones, que exigen un criterio de interpretación extensiva respecto de los casos que aglutina el instituto, y conforme los fundamentos que sopesaron la inclusión en la legislación de fondo, adelanto que los motivos de agravio resultan atendibles.-
 4) Para poder dar solución a las cuestiones debatidas, es inevitable revisar la naturaleza del instituto de la suspensión del juicio a prueba, cuya aplicación fuera denegada en resolución, que ahora se somete al control de este Tribunal, ello a la luz de los problemas que plantea su recepción legal en el digesto penal nacional.-
Para ello, considero oportuno compartir en el presente análisis, las consideraciones vertidas al respecto, por el Tribunal de Casación Penal de La Plata, Provincia de Buenos Aires, en el plenario dictado en la Causa N° 52.274 – 52.462 “B.L.E.  y  Otro s/ Recurso de Queja  (art. 433 CPP)” y su acumulada – “Pedido de Acuerdo Plenario”, de fecha 9/09/13, a los cuales me remitiré.-
Que atendiendo al primer agravio, es claro que el imputado no revestía el carácter de funcionario público al momento de la comisión de los delitos que se le indalgan, y como tal, no lo hace pasible de la pena accesoria de inhabilitación prevista en los arts. 292 inc. 1° y 293 del C. Penal, ya que no se encontraba “en ejercicio de funciones públicas”, que se requiere para su tipificación.-
En este sentido, excluido el carácter de funcionario público, permite evaluar el otorgamiento del beneficio, ya que no se encuentra dentro de la previsión del art. 76 bis párrafo 7 del Código Penal: “No procederá la suspensión del juicio cuando un funcionario público, en el ejercicio de sus funciones, hubiese participado en el delito”.-
No obstante ello, y en razón de lo prescripto en los arts. 174 inc. 5 y 246 inc. 1 -al que se allana la defensa-, el Tribunal de Casación de La Plata, citando fallo de la Corte Suprema, consideró, que la limitación legal prevista en el art. 76 párrafo 8 del C.P., sólo se refiere cuando la inhabilitación se impone como pena única, y el sentido literal no prohíbe la procedencia del beneficio, respecto a delitos reprimidos con inhabilitación de carácter conjunta o alternativa, tal como el caso de autos.-
Que en el mismo tenor, se expide la Sra. Fiscal de Cámara a fs. 354 y vta., quien entiende factible la concesión del beneficio de suspensión de juicio a prueba, en base a las nuevas corrientes doctrinarias y jurisprudenciales que han ampliado el criterio de interpretación para su otorgamiento.- 
Que en efecto, a partir del fallo “N., J.B. s/ Recurso de Hecho“ (sentencia del 23 de abril de 2008, N. 326. XLI), la Corte se expidió sobre la procedencia del instituto de marras en un supuesto de infracción al art. 302 del C.P. que, al igual que el caso que nos ocupa, prevé también una pena conjunta de inhabilitación, remitiéndose en lo demás al sentido de interpretación que debe regir para la aplicación de la suspensión del juicio a prueba, a los postulados vertidos en el fallo “A., A. E.” de igual fecha que el anteriormente citado.-
Desde este prisma de análisis, cabe decir que el debate generado sobre este tema, está clausurado a poco de efectivizar en la singularidad del caso la pauta hermenéutica “Pro Homine” y una interpretación extensiva que, ambos como criterios exegéticos, orientan al precepto legal para que su aplicación lo sea a la mayor cantidad de casos que permite la norma.-

Es decir, la limitación legal sólo refiere a la inhabilitación como pena única y el sentido literal no prohíbe su procedencia, respecto de delitos reprimidos, con inhabilitación de carácter conjunto o alternativo.-
 “Procede la suspensión del juicio a prueba en los casos de delitos reprimidos con pena de inhabilitación, en virtud de una interpretación extensiva que orienta el precepto legal para que su aplicación lo sea a la mayor cantidad de casos que permita la norma. La limitación legal sólo refiere a la inhabilitación como pena única y el sentido literal no prohíbe su procedencia respecto de delitos reprimidos con inhabilitación de carácter conjunto o alternativo”. (Cfr. SCBA. TC0006 LP 55680 RSD-151-13 S. “R.R.D. s/ Recurso de Queja”, 21-5-2013). (lo resaltado me pertenece).-
5) Que ya en el segundo agravio, en el caso en examen se verifica una situación en la que el pretensor estatal presta su conformidad para que la acción de la que es titular, se extinga – fs. 354 y vta del principal. 
Ello importa la decisión del Estado -por parte del funcionario autorizado para ello- de resignar su intervención ante la clara evidencia de que esa solución es la mejor en aras de resolver el conflicto. Esa decisión, es decisión del Estado y se limita a negar su intervención penal. -
En este contexto, carece de sentido sostener que existan supuestos en que no interesa la opinión del acusador estatal. Si el efecto definitivo del instituto es la extinción de la acción, entonces el Estado titular de las acciones que pueden ser involucradas en el instituto, a la luz de la actividad de su representante, es elemento indisputable de la cuestión (Cfr. Plenario Tribunal de casación citado).-

Al respecto, el Dr. Zaffaroni, siguiendo el dictamen de la Procuración General de la Nación, sostuvo:  “La interpretación del a quo en el sentido de que la opinión del fiscal no tiene efecto vinculante y que en caso de concurrir las condiciones de admisibilidad previstas en la ley el juez deberá disponer la suspensión del juicio a prueba a pesar del dictamen de aquél en sentido contrario, no condice con la letra ni el espíritu del art. 76 bis del Código Penal, en cuyo trámite parlamentario se expresó que no basta el cumplimiento de condiciones objetivas para ser merecedor del beneficio, sino que se requiere además una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal -sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas- sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio (Voto del Dr. E. Raúl Zaffaroni). -Del dictamen de la Procuración General, al que el voto remite- (Cfr. CSJN “Góngora, Gabriel Arnaldo s/ Causa N° 14.092”, Fecha: 23/04/2013). (lo resaltado me pertenece).-
En particular, considero, que más allá de las facultades potestativas del Ministerio Público Fiscal, existe una obligación jurisdiccional insoslayable, como necesario control de legalidad, que en este particular, debe verificar la existencia de los presupuestos que habilitan la procedencia del instituto de suspensión del juicio a prueba, y en su caso, bajo la intelección de la procedibilidad de tal instituto es un “derecho“, condicionado, pero un derecho al fin, debe entenderse que en caso de corresponder, amerita su procedencia cualquiera fuere la opinión del representante del Ministerio Fiscal.-
6) En cuanto al último agravio, el art. 76 bis segundo párrafo del C.P., prevé la concurrencia de delitos y establece que aún cuando el máximo aplicable, conforme a la norma del art. 55 del mismo texto de fondo exceda ese guarismo, la suspensión podrá ser solicitada (y “a fortiori” procederá) si el mínimo (en la hermenéutica de la norma el mínimo mayor) permite dejar en suspenso la pena, es decir, cuando no exceda los tres años de pena privativa de libertad.-
Acá vuelvo al Plenario citado, donde desarrollan: “Es claro que la referencia a la pena aplicable -conforme al criterio de interpretación más restrictivo de penalidad inserto en el art. 3 del rito - remite a la que el juez estime en concreto y con prescindencia de la eventual excedencia del guarismo de los tres años en el máximo amenazado y que – conforme al mentado art. 26 C.P. – pueda ser dejada en suspenso”. -
“No se refiere a la pena “en abstraco” sino a “la pena aplicable“, esto es, la pena concreta que – en el caso contingente – estime justa”.-
“De tal suerte, el guarismo de tres años no resulta infranqueable por razón del concurso real”.-
“Nótese que el primer párrafo alude claramente al máximo amenazado por la figura en tanto que el segundo párrafo se refiere a la pena “aplicable” con lo que ese límite – reitero - no es infranqueable a la luz de este segundo supuesto”.-
Como puede apreciarse, ambas hipótesis – párrafos primero y segundo - reconducen al guarismo de tres años como límite dirimente en orden a la concesión de la suspensión del juicio a prueba, que es el mismo que la ley – en el art. 26 del Código Penal –, establece como pauta de procedencia de la condenación condicional.-
En este punto, la Corte en el caso Acosta, de fecha 23/04/2008, sostuvo a los fines interpretativos, “Que para determinar la validez de una interpretación, debe tenerse en cuenta que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra (Fallos: 304:1820; 314:1849), a la que no se le debe dar un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, sino el que las concilie y conduzca a una integral armonización de sus preceptos (Fallos: 313:1149; 327:769). Este propósito no puede ser obviado por los jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas en la redacción del texto legal, las que deben ser superadas en procura de una aplicación racional (Fallos: 306:940; 312:802), cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho (Fallos: 310:937; 312:1484). Pero la observancia de estas reglas generales no agota la tarea de interpretación de las normas penales, puesto que el principio de legalidad (art. 18 de la Constitución Nacional) exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como la ultima ratio del ordenamiento jurídico, y con el principio pro homine que impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal”.
“Que, en tales condiciones, cabe concluir que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el art. 76 bis a los delitos que tienen prevista una pena de reclusión o prisión cuyo máximo no supere los tres años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados, toda vez que consagra una interpretación extensiva de la punibilidad que niega un derecho que la propia ley reconoce, otorgando una indebida preeminencia a sus dos primeros párrafos sobre el cuarto al que deja al que deja totalmente inoperante.”. (Fallo: 331:858).-
La procedencia de la probation siempre exige una hipotética condena condicional, y por ende una posible futura condena a pena de prisión no mayor a tres años (art. 26 en función del 76 bis, párr. 4°., C.P.).-

En el caso, considero que la condena aplicable es susceptible del beneficio de ejecución condicional, lo que infiero, atento lo resuelto a fs. sub. 7, en autos “Olguín Arturo Horacio - Excarcelación.”, donde se le otorga la excarcelación al imputado, y cuyos fundamentos son de interesantes consideración para la concesión del presente beneficio.-
Que en consecuencia, “entre los principios con rango constitucional en materia penal, se encuentra el de mínima suficiencia (arts. 1, y 75 inc. 22 C.N., en función de los arts. 5, punto 6to., y 9 C.A.DD.HH., que recogen alguna de sus manifestaciones reforma y readaptación como finalidad esencial de la pena privativa de libertad y aplicación de la ley más benigna; 6 y 15 P.I.DD.CC.PP., que también receptan aquéllas y otras de sus consecuencias abolición y restricción de la pena de muerte; y arts. 37 ap. b y 40 ap. 3, inc. b, y ap. 4 Convención de los Derechos del Niño, que muestran su marcada preferencia en el régimen penal del niño, a través de la evitación de las medidas privativas de libertad, alternativas y edades mínimas para la imputabilidad). Como una derivación de este principio, se desprende el de subsidiariedad, en virtud del cual, y a fin de proteger los derechos fundamentales, el Estado debe agotar los medios menos lesivos del derecho penal antes de acudir a éste, que en este sentido debe constituir sólo un arma subsidiaria, una ultima ratio: deberá preferirse ante todo la utilización de medios desprovistos del carácter de sanción, como una adecuada política social, seguirán a continuación las sanciones no penales (p.e., civiles, administrativas), y, recién cuando ninguno de los medios anteriores sea suficiente, estará legitimado el recurso de la pena o de la medida de seguridad (Mir Puig, Santiago, “Derecho Penal. Parte General”, 5ª edición, 1998, p. 90).”A partir del referido principio de mínima suficiencia también se deriva el de máxima taxatividad interpretativa, que reclama que las dudas sobre el alcance semántico de las palabras legales se resuelvan en la forma más limitativa de la criminalización (v. Zaffaroni Alagia Slokar, op. cit., p. 112) “Por otra parte, no caben dudas de que el mentado principio de mínima suficiencia ha tenido recepción en el derecho infraconstitucional argentino. En este sentido, cabe sostener que, tanto la suspensión del juicio a prueba (art. 76 bis y ss., C.P.), la condena condicional (arts. 26 a 28 C.P.) y la libertad condicional (arts. 13 a 17 C.P.), como también la ley de ejecución penitenciaria (Ley 26.660), mediante los institutos de las salidas transitorias (arts. 16 a 22), la semilibertad (arts. 23 a 26), la ampliación de los supuestos de la prisión domiciliaria (arts. 32 a 34), la prisión discontinua y la semidetención (arts. 35 a 49), los trabajos para la comunidad (arts. 50 a 53), y la libertad asistida (arts. 54 a 56), establecen beneficios a favor del imputado o condenado, los cuales no significan otra cosa que la clara recepción del principio constitucional de mínima suficiencia. Ello así, al permitir la suspensión condicional del juicio o de la ejecución de las penas privativas de la libertad, o al hacer posible la atenuación de sus efectos; logrando ambas cosas mediante la aplicación de consecuencias (en general, reglas de conducta) que resultan menos gravosas que las propias del encierro como pena. “A partir del rango constitucional del principio de mínima suficiencia, y por ende del principio de máxima taxatividad interpretativa, las disposiciones legales relativas al requisito de la pena a considerar a los fines de hacer procedente el instituto de la suspensión del juicio a prueba, no pueden interpretarse aislada y restrictivamente, haciendo eje en la cruda literalidad de los párrafos primero y segundo del art. 76 bis del C.P. Muy por el contrario, la referida raigambre constitucional del principio en juego constriñe a la adopción de la tesis amplia, a la que, como dije ya, hemos adherido en la citada causa “Balboa”.“A la luz del mentado principio constitucional de mínima suficiencia, y habiendo establecido como una de sus claras manifestaciones el instituto de la suspensión del juicio a prueba, resultaría un contrasentido que un tribunal, aunque estimara prima facie procedente la condena condicional a favor de un imputado antes del inicio del debate (T.S.J., Sala Penal, “Gobetto”, S. n° 37, 6/8/1997; “Oviedo”, S. n° 36, 9/5/2003), no pudiera, a su vez, otorgarle el beneficio de la probation (en aquellos casos en que sean compatibles ambos institutos), y debiera proseguir el juicio para llegar sin necesidad a aquel más gravoso resultado, a costa de una condena que pudo evitarse si se ha logrado la readaptación por medio de la observancia de las reglas de conducta y la reparación de la víctima”. “En otros términos, siguiendo la mentada tesis amplia, sostenemos que la procedencia de la probation siempre exige una hipotética condena condicional, y por ende una posible futura condena a pena de prisión no mayor a tres años (art. 26 en función del 76 bis, párr. 4to., C.P.)”. (Cfr. “ROMANUTTI, HÉCTOR RAÚL P.S.A. FALSIFICACIÓN DE INSTRUMENTO PÚBLICO REITERADO – RECURSO DE CASACIÓN” – TSJ DE CORDOBA - SALA PENAL - 09/09/2005). (lo resaltado me pertenece).-
Discernidos los casos en que procede, en autos, es el cuarto párrafo el que establece la pauta que permite al tribunal acceder a esa solicitud  y que no es otra, que la evaluación de que la pena a aplicar -conforme a las circunstancias del caso- pueda ser dejada en suspenso en los términos del art. 26 del Código Penal y que medie consentimiento del Fiscal, como consta  a fs. 354 y vta.-
7) Bajo las pautas desarrolladas, siguiendo la concepción de la tesis amplia para el otorgamiento del beneficio, estimo que se dan los presupuestos suficientes para conceder al recurrente la suspensión de juicio a prueba, por lo que corresponde casar la sentencia de Cámara.-

Que asimismo, atento al sometimiento voluntario efectuado por la defensa, a la inhabilitación prescripta por el art. 246 inc. 1 del Código Penal -fs. 345-, corresponde aplicar la pena de inhabilitación especial, por el término de dos años a Arturo Horacio Olguín.-
“Desde la doctrina judicial se ha sostenido que: “para que la decisión de disponerla o rechazarla [a la suspensión del juicio a prueba] no sea el producto de las más absoluta discrecionalidad (fiscal ni judicial), es importante que, en los casos del cuarto párrafo del art. 76 bis del C.P., se determine la existencia de los siguientes tres requisitos legales:1) la posibilidad de condena condicional en el caso concreto; 2) que el mínimo de esa especie de pena previsto en el tipo penal en juego no supere los tres años; 3) que el imputado carezca de condenas penales computables que impidan la condicionalidad…” (Cfr. Cámara Nacional de Casación Penal, sala IV, causa N° 10.858, “Soto García, José María y Otros, rta. el 12/08/2009; “Fogel, Eugenio Jaime”, causa N° 10.895, rta. el 15/09/2009).-
Por lo expuesto y de conformidad a lo dictaminado por el Sr. Procurador General,  VOTO  a esta CUESTION  por la AFIRMATIVA.-

Los Señores Ministros Dres. OLGA SOSA LAGO DE TARAZI  y HUGO GUILLERMO SAA PETRINO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA  y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Atento a la forma en que se han votado las cuestiones anteriores, corresponde Casar la sentencia dictada por la Excma. Cámara Penal N° 1 de la Primera Circunscripción Judicial, de fecha 12/04/11, y en consecuencia otorgar al encartado ARTURO HORACIO OLGUÍN el BENEFICIO DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA (art. 76 bis el C.P.). ASI LO VOTO.-  
2) CONDENAR ARTURO HORACIO OLGUÍN a la pena de INHABILITACIÓN ESPECIAL por el término de DOS AÑOS (art. 246 inc. 1 C.P.).  ASI LO VOTO.-
3) Por Secretaría, ofíciese al efecto, realizando las correspondientes comunicaciones de estilo.-
Los Señores Ministros Dres. OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y HUGO GUILLERMO SAA PETRINO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Que no corresponde la aplicación de costas, atento a lo resuelto en las cuestiones anteriores. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OLGA SOSA LAGO DE TARAZI  y HUGO GUILLERMO SAA PETRINO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA  y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, trece de agosto de dos mil quince.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Casar la sentencia dictada por la Excma. Cámara Penal N° 1 de la Primera Circunscripción Judicial, de fecha 12/04/11, y en consecuencia otorgar al encartado ARTURO HORACIO OLGUÍN el BENEFICIO DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA (art. 76 bis el C.P.).-
II) CONDENAR ARTURO HORACIO OLGUÍN a la pena de INHABILITACIÓN ESPECIAL por el término de DOS AÑOS (art. 246 inc. 1 C.P.).
III) Por Secretaría, ofíciese al efecto, realizando las correspondientes comunicaciones de estilo.-

IV) Sin Costas.-

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

No firman los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, por encontrarse apartados. 

_________________________________________________________________________________________________________________

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y HUGO GUILLERMO SAA PETRINO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme  Reglamento Expediente Electrónico.
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